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Resolución

 
Número: 
 

 
Referencia: EX-2021-98536159- -APN-DNAIP#AAIP_Reclamo Yacono Alarcon C/ Ministerio de Salud

 

VISTO el Expediente  EX-2021-98536159- -APN-DNAIP#AAIP, la Ley N° 27.275, los Decretos N° 206 del 27 
de marzo de 2017 y 1012 del 16 de diciembre del 2020, las Resoluciones AAIP Nros. 4 del 2 de febrero de 2018, 
30 del 14 de mayo del 2018 y 268 del 30 de diciembre de 2021, y

CONSIDERANDO:

Que por las actuaciones citadas en el Visto tramita un reclamo interpuesto por el señor Bruno Esteban YACONO 
ALARCÓN contra el MINISTERIO DE SALUD (MS) por presunto incumplimiento a lo estipulado en la Ley Nº 
27.275 de Acceso a la Información Pública.

Que la Ley Nº 27.275 tiene por objeto garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información 
pública, promover la participación ciudadana y la transparencia de la gestión pública (artículo 1°).

Que por el artículo 19 de la referida Ley se creó la AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
(AAIP) como ente autárquico con autonomía funcional en el ámbito de Jefatura de Gabinete de Ministros - Poder 
Ejecutivo Nacional-, con el objeto de velar por el cumplimiento de los principios y procedimientos establecidos 
en la Ley N° 27.275, garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información pública, promover 
medidas de transparencia activa y actuar como Autoridad de Aplicación de la ley de Protección de Datos 
Personales N° 25.326.

Que el 22 de septiembre de 2021 el Sr. YACONO ALARCÓN presentó una solicitud de acceso a la información 
pública ante el MS por la cual solicitó "el contenido de todos y cada uno de los correos electrónicos que hayan 
sido enviados desde los correos cavizzotti@msal.gov.ar y mmonsalvo@msal.gov.ar con destino a 
directivos/autoridades de AstraZeneca UK Limited y sus directivos en la Argentina entre el 1 de julio de 2020 y 
el momento en que se entregue una respuesta a este pedido de acceso a la información pública, es decir, la fecha 
más actual posible. Adjunte cada uno de los correos en formato digital. -Solicito se me entreguen todos los 
mails/correos electrónicos que hayan sido enviados desde los correos cavizzotti@msal.gov.ar y 
mmonsalvo@msal.gov.ar con destino a directivos/autoridades de AstraZeneca UK Limited y sus directivos en la 
Argentina entre el 1 de julio de 2020 y el momento en que se entregue una respuesta a este pedido de acceso a la 



información pública, es decir, la fecha más actual posible. Adjunte cada uno de los correos en formato digital. 
Indique la fecha en la que se envió cada correo. -Solicito se me entregue el contenido de todos y cada uno de los 
correos electrónicos que hayan ingreso a las casillas cavizzotti@msal.gov.ar y mmonsalvo@msal.gov.ar desde el 
correo de directivos/autoridades de AstraZeneca UK Limited y sus directivos en la Argentina entre el 1 de julio 
de 2020 y el momento en que se entregue una respuesta a este pedido de acceso a la información pública, es 
decir, la fecha más actual posible. Adjunte cada uno de los correos. Informe en qué fechas se enviaron. 
ACLARACIÓN: al entregar el contenido de cada mensaje que haya partido o haya sido recibido por los correos 
electrónicos anteriormente mencionados, debe incluir tanto el texto del mensaje como documentos o todo tipo de 
material que haya sido adjuntado en el mensaje. Desagregue y detalle", que tramitó por EX-2021-89816942- -
APN-DNAIP#AAIP.

Que el MS respondió a la solicitud el 13 de octubre de 2021 mediante Nota NO-2021-85799115-APN-DD#MS 
indicando que “esta SECRETARIA reitera lo manifestado oportunamente mediante NO-2021-79798961-APN-
SGA#MS atento que la información y documentación requerida (contenido de correos electrónicos entre 
integrantes del Ministerio de Salud y autoridades de AstraZeneca UK Limited.), al ser parte de las negociaciones 
tendientes a alcanzar la celebración del contrato de adquisición de vacunas con la firma AstraZeneca UK 
Limited, así como, a garantizar su efectivo cumplimiento, se encuentran alcanzadas por los términos de 
confidencialidad establecidos de conformidad con la Ley N° 27.573, la cual declara de interés público la 
investigación, desarrollo, fabricación y adquisición de las vacunas destinadas a generar inmunidad adquirida 
contra el COVID-19 (art. 1°) y, asimismo, faculta al PODER EJECUTIVO NACIONAL, a través del Ministerio 
de Salud, a incluir cláusulas o acuerdos de confidencialidad acordes al mercado internacional de las vacunas 
destinadas a generar inmunidad adquirida contra la COVID-19 (art. 4º)”.

Que agregó “se informa que en el marco de la Ley N° 27.275, este MINISTERIO ha tomado medidas de 
transparencia activa, relativa a los acuerdos de adquisición de vacunas destinadas a generar inmunidad 
adquirida contra el COVID-19 y, en consecuencia, en la página oficial del MINISTERIO DE SALUD 
(TRANSPARENCIA ACTIVA – SALUD/ Vacunas COVID-19) a través del siguiente link: 
https://www.argentina.gob.ar/salud/transparencia-activa-salud/vacunas-covid-19, se encuentra disponible la 
información vinculada al acuerdo suscripto con AstraZeneca UK Limited, entre los cuales se detallan los 
términos de confidencialidad”.

Que en disconformidad con la respuesta obtenida, el 15 de octubre de 2021 el señor YACONO ALARCÓN 
presentó ante esta AAIP un reclamo por incumplimiento de la Ley Nº 27.275, dando lugar al trámite del 
expediente citado en el Visto.

Que en cumplimiento de la Resolución AAIP N° 4-E/2018, se solicitó al MS por NO-2021-100368974-APN-
DPIP#AAIP del 20 de octubre de 2021 la remisión de los antecedentes del caso y toda otra documentación y/o 
información que se considerase relevante para su resolución.

Que en respuesta a dicho requerimiento, la responsable de acceso a la información pública del MS remitió la NO-
2021-103530436-APN-DNSPP#MS del 27 de octubre de 2021, donde manifestó que "se solicitó nuevamente la 
intervención de la SECRETARÍA DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA, quienes por medio de NO-2021-103016599-
APN-SGA#MS reiteran lo expresado con anterioridad, ... En consecuencia, se reitera lo manifestado, atento que 
la información requerida forma parte de las negociaciones en el marco del contrato suscripto oportunamente con 
la firma referida, por lo tanto, se encuentra contemplada por los términos de confidencialidad establecidos de 
conformidad con el artículo 4° de la Ley N° 27.573.".



Que entonces, a partir de lo señalado precedentemente le corresponde a esta AAIP resolver al respecto.

Que la Dirección Nacional de Acceso a la Información Pública tomó intervención a través del correspondiente 
Informe Técnico (IF-2021-113350121-APN-DNAIP#AAIP).

Que como primera medida corresponde analizar si la respuesta dada por el sujeto obligado cumple con las 
disposiciones de la Ley N° 27.275.

Que al respecto el artículo 13 de la Ley N° 27.275 establece en forma expresa que "El sujeto requerido sólo 
podrá negarse a brindar la información objeto de la solicitud, por acto fundado, si se verificara que la misma no 
existe y que no está obligado legalmente a producirla o que está incluida dentro de alguna de las excepciones 
previstas en el artículo 8° de la presente ley. La falta de fundamentación determinará la nulidad del acto 
denegatorio y obligará a la entrega de la información requerida".

Que esta AAIP en uso de sus facultades emitió la Resolución N° 268/19 por la cual estableció criterios 
orientadores y pautas para los sujetos obligados cuando debieran denegar información en el marco de la Ley N° 
27.275.

Que en dicha resolución, este órgano garante estableció que “(…) vale resaltar que las excepciones previstas por 
ley, en tanto constituyen limitaciones al derecho de acceso a la información, son de interpretación restrictiva 
debiéndose, en caso de duda, decidirse siempre en favor de la mayor vigencia y alcance del derecho a la 
información (conf. principio in dubio pro petitor, artículo 1º)”.

Que la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN ha reiterado al respecto que: “(...) para no tornar 
ilusorio el principio de máxima divulgación imperante en la materia, los sujetos obligados solo pueden rechazar 
un requerimiento de información si exponen, describen y demuestran de manera detallada los elementos y las 
razones por las cuales su entrega resulta susceptible de ocasionar un daño al fin legítimamente protegido. De 
esta forma, se evita que por vía de genéricas e imprecisas afirmaciones, pueda afectarse el ejercicio del derecho 
y se obstaculice la divulgación de información de interés público” (“Giustiniani, Rubén Héctor c/ Y.P.F. S.A. s/ 
amparo por mora”, sentencia del 10 de noviembre de 2015, Fallos: 338:1258; y "Savoia, Claudio Martín c/ EN-
Secretaría Legal y Técnica s/ amparo ley 16.986", sentencia del 7 de marzo de 2019, Fallos: 342:208).

Que asimismo corresponde poner de resalto que la necesidad de una debida fundamentación por parte del sujeto 
obligado -en el caso particular del MS- al momento de denegar información acorde a las disposiciones de la Ley 
N°27.275  ya fue reiterada en sucesivas resoluciones de reclamos de acceso a la información pública.

Que de la lectura de las actuaciones, esta AAIP entiende que el MS denegó la información sin una debida 
fundamentación.

Que como ya fuera reiterado en una importante cantidad de casos, la sola mención a una excepción prevista en la 
normativa no implica que se esté fundamentando su uso. La fundamentación requiere demostrar el riesgo que 
podría ocasionar la entrega de la información. 

Que por otra parte, el sujeto obligado debe tener en cuenta que un documento puede contener información que 
esté parcialmente alcanzada por el régimen de excepciones, lo que no implica per se que deba rechazarse el 
acceso a la información de la totalidad del documento. En estos casos debe evaluarse la posibilidad de entregar la 
información de manera parcial, disociando aquellos datos o información que se encuentre alcanzada por una 
excepción legal, y fundando en derecho tal excepcionalidad. Asimismo, al momento de negar información, el 



sujeto obligado deberá tener en miras la limitación para aquellos casos en los que el interés protegido sea mayor 
al interés público de obtener la información (artículo 1°, Ley N° 27.275) (RESOL-2020-248-APN-AAIP).

Que en este sentido, esta AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA ya ha resuelto en diversos 
casos sobre cómo proceder ante una respuesta de acceso parcial a la información (RESOL-2018-153-APN-AAIP, 
RESOL-2018-160-APN-AAIP, RESOL-2019-100-APN-AAIP).

Que en el caso en resuelvo, el MS denegó el acceso a toda la información requerida amparándose -como ya fuera 
manifestado precedentemente- en que la misma “se encuentra contemplada por los términos de confidencialidad 
establecidos de conformidad con el artículo 4° de la Ley N° 27.573”.

Que tal como bien cita el sujeto obligado en su respuesta original, la Ley N° 27.573 faculta al PODER 
EJECUTIVO, a través del MINISTERIO DE SALUD de la NACIÓN a incorporar “cláusulas o acuerdos de 
confidencialidad acordes al mercado internacional de las vacunas destinadas a generar inmunidad adquirida 
contra la COVID-19 (art. 4º)”. La normativa no dice -en el artículo en el que se ampara el MS- que toda la 
información sobre lo vinculado a las vacunas es confidencial, sino que en los contratos pueden incluirse cláusulas 
de confidencialidad o realizar acuerdos de confidencialidad. A todas luces, los correos electrónicos no son ni 
cláusulas de un contrato ni un acuerdo específico.

Que sin embargo, esta AAIP no desconoce la posibilidad de que el contenido -total o parcial- de algunos de los 
correos electrónicos recibidos en las casillas oficiales indicadas pueda tener información que debiera ser 
exceptuada por las cláusulas de confidencialidad indicadas o incluida en las excepciones previstas en la normativa 
vigente. Es para estos casos que la Ley prevé la posibilidad del uso de las tachas. El organismo, empero, no 
consideró la entrega parcial de información ni el uso de esa herramienta, circunstancia que debió evaluar al 
momento de responder la solicitud.

Que en particular, dentro de la solicitud sobre los correos electrónicos el señor YACONO ALARCÓN  requirió, 
entre otras cosas, “informe en que fechas de enviaron”, información que claramente podía entregarse sin violar 
ninguna cláusula de confidencialidad establecida, situación que el sujeto obligado no tuvo en cuenta al momento 
de responder.

Que de lo transcripto, queda claro que el MS debió seguir los lineamientos del artículo 12 de la Ley N° 27.275 y 
no debió rechazar por completo la solicitud de información efectuada sin dar cuenta primero de, al menos, la 
existencia de los correos electrónicos y las fechas de recepción y remisión de los mismos .

Que por otra parte esta AAIP se refirió a la impostergable necesidad de reinterpretar y compatibilizar los alcances 
de diversas normativas que consagran la reserva de documentos o que restringen el acceso a información pública, 
a partir de una lectura armónica del cuerpo normativo vigente, en especial, de la Ley Nº 27.275, su Decreto 
reglamentario Nº 206/17 y los estándares y jurisprudencia internacional en la materia.

Que se deben observar los principios que imperan en la materia, en especial el de máxima divulgación, según el 
cual “…toda la información en poder, custodia o bajo control del sujeto obligado debe ser accesible para todas 
las personas…” y su acceso “...sólo puede ser limitado cuando concurra alguna de las excepciones previstas en 
[la] ley [27.275], de acuerdo con las necesidades de la sociedad democrática y republicana, proporcionales al 
interés que las justifican” (artículo 1º de la Ley N° 27.275).

Que en consonancia con ello, el COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO expresó “toda información es 
accesible en principio. El acceso a la información es un derecho humano fundamental que establece que toda 



persona puede acceder a la información en posesión de órganos públicos, sujeto sólo a un régimen limitado de 
excepciones” (CJI/RES 147 – LXXIII-0/08). Dichas excepciones deben estar expresamente previstas en una 
norma y deben corresponderse con una verdadera excepcionalidad, consagración legal, objetivos legítimos, 
necesidad y estricta proporcionalidad (OEA/Ser. L/V/II. Doc. 51 corr. 130 diciembre 2009, p. 323).

Que partiendo de la presunción de publicidad de los actos de gobierno, en el artículo 8º de la Ley de Acceso a la 
Información Pública se previó de manera taxativa los supuestos en los cuales podría ser válida la reserva de 
información por parte de los sujetos obligados.

Que estas limitaciones al acceso deben ser interpretadas de manera restrictiva y, en caso que proceda una negativa 
a brindar información, la misma debe ser fundada, conforme lo expresado debiendo el organismo demostrar la 
validez de cualquier restricción (artículo 1°, Ley N° 27.275).

Que no solo se impone al sujeto obligado la carga de demostrar una lesión a un derecho o interés legítimo de un 
tercero, sino que además la Ley impone justificar que dicho daño es superior al interés público comprometido en 
la publicidad de la información.

Que al respecto, la Ley de Acceso a la Información Pública plasmó en su artículo 1º el principio de facilitación 
según el cual: “ninguna autoridad pública puede negarse a indicar si un documento obra, o no, en su poder o 
negar la divulgación de un documento de conformidad con las excepciones contenidas en la presente ley, salvo 
que el daño causado al interés protegido sea mayor al interés público de obtener la información”.

Que la manda legal de efectuar un test de interés público y del daño no es otra cosa que una precisión del examen 
de proporcionalidad que, junto con el de legalidad y necesidad, debe superar toda restricción legal a un derecho 
(artículo 30, Convención Interamericana de Derechos Humanos); y que tiene características particulares en 
materia de acceso a la información pública. En efecto, “las pruebas de interés público y pruebas de daño son 
normas contra las que se deben ponderar la justificación de una excepción a la divulgación a fin de determinar si 
satisface los requisitos de proporcionalidad y necesidad” (conf. Comentarios y Guía de Implementación para la 
Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información, Documento presentado por el Grupo de Expertos 
sobre Acceso a la Información de conformidad con la resolución AG/RES. 2514 -XXXIX-O/09- de la Asamblea 
General, pág. 8).

Que en concordancia con lo expresado precedentemente, la referida Relatoría Especial para la Libertad de 
Expresión tiene dicho: “la excepción a la divulgación de información pública debe pasar una prueba de tres 
partes: a) debe estar relacionada con uno de los objetivos legítimos que la justifican; b) debe demostrarse que la 
divulgación de la información efectivamente amenaza causar un perjuicio sustancial a ese objetivo legítimo; y c) 
debe demostrarse que el perjuicio al objetivo es mayor que el interés público en contar con la información 
(Informe de la Oficina del Relator Especial para la Libertad de Información, OEA/Ser. L/V/II.134 Doc. 5, 
aprobado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 25 de febrero de 2009, párr. 171).

Que lo que se pone de manifiesto es que -aunque pudiera encontrarse justificada en el caso en resuelvo la 
aplicación de alguna de las excepciones a la divulgación de información previstas por la Ley- si el interés público 
comprometido es mayor al daño que podría generar su publicación entonces correspondería brindar acceso a la 
información.

Que por otra parte, con relación a la información solicitada por el señor YACONO ALARCÓN, corresponde 
dejar sentado que los correos electrónicos de los funcionarios públicos, enviados y/o recibidos en el ejercicio de 
su función, constituyen documentos públicos y no pertenecen a la esfera privada de las personas que desempeñan 



funciones en el Estado. No solo porque fueron generados con fondos públicos, sino porque la información allí 
contenida es información de la esfera pública. El correo electrónico es una herramienta que le provee el Estado a 
sus empleados para mejorar y agilizar el trabajo a desempeñar. No constituye un beneficio personal.

Que la jurisprudencia internacional se pronunció a favor de la publicidad de los correos electrónicos de 
funcionarios y funcionarias públicos/as.

Que así, el CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA DE CHILE se expresó con relación al carácter público de 
la información contenida en los correos electrónicos enviados o generados desde una casilla electrónica 
institucional.

Que en ese sentido resolvió “respecto de los correos electrónicos enviados o generados desde una casilla 
electrónica institucional, este Consejo, en decisión de mayoría, estima que son públicos, en la medida que digan 
relación directa con el ejercicio de competencias públicas. En efecto, el ejercicio actual de la función pública 
supone el uso de toda forma de comunicación para concretizar los fines que la Administración del Estado 
persigue, es por esto por lo que a cada funcionario se le otorga una casilla institucional financiada con recursos 
del erario nacional, sostenidas por la plataforma técnica de las entidades respectivas, con el objeto de 
facilitarles el cumplimiento de sus tareas” (Consejo para la Transparencia, 31/08/2021 José Grass Pedrals con 
SUBSECRETARÍA DE OBRAS PÚBLICAS, Rol: C3716-21)

Que continúa “si se estimara que los correos electrónicos institucionales enviados y recibidos por servidores 
públicos respecto de materias propias del desempeño de sus funciones son comunicaciones de carácter privado, 
se crearía un canal secreto que transformaría en reservados documentos esencialmente públicos por el solo 
hecho de ser remitidos por esa vía. Así ocurriría, por ejemplo, con los documentos adjuntos a un e-mail o con las 
respuestas que los órganos de la Administración otorgan electrónicamente, como ocurre en la mayoría de las 
solicitudes presentadas conforme a la Ley de Transparencia. De esta manera, el secreto o la reserva de la 
información dependen del contenido y no del continente. Sólo así son posibles el control y la participación 
ciudadana en el ejercicio de las funciones públicas y el adecuado ejercicio de la libertad de expresión” (ídem 
anterior).

Que asimismo “los correos electrónicos son empleados cada vez más, como fundamentos de actos o decisiones 
de los órganos de la Administración del Estado” (Consejo para la Transparencia, 17/08/2021, Juan Guillermo 
Flores Lara con SUBSECRETARÍA DE REDES ASISTENCIALES, Rol: C3806-21).

Que agrega “estos correos constituyen una forma de comunicación formal entre los funcionarios públicos que 
forma parte del íter decisional en cada uno de esos casos, lo que supone reconocer que aquellos tienen el 
carácter de información pública. A mayor abundamiento, las entidades públicas ponen servidores de correo 
electrónico a disposición de sus funcionarios y les entregan cuentas sostenidas por la plataforma técnica de las 
entidades respectivas, con el objeto de facilitarles el cumplimiento de sus tareas” (idem anterior).

Que en el mismo sentido, el INSTITUTO FEDERAL DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DE 
MÉXICO resolvió que “es criterio de este Instituto que las comunicaciones enviadas y recibidas a través de 
correos electrónicos por servidores públicos, en ejercicio de sus atribuciones, constituyen documentos e 
información en términos de las fracciones III y V del artículo 3 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental, por lo que ante una solicitud de acceso a la información, en donde se 
requieran correos electrónicos, la misma deberá atenderse en términos del procedimiento previsto en el Título II 
de la Ley de la materia. De acuerdo con la normatividad archivística, se puede considerar como correos 



electrónicos de archivo aquellos correos institucionales que registran información relativa a un hecho, acto 
administrativo, jurídico, fiscal o contable, generado, recibido o conservado bajo cualquier título, en el ejercicio 
de atribuciones de los servidores públicos, incluídos, entre otros, los vinculados con procesos deliberativos” 
(INAI, Expte. 3069/08, Dependencia o Entidad ante la cual se presentaron las solicitudes: El Colegio de México 
A.C., Comisionada Ponente: María Marván Laborde, idem Expte. 5810/08 Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado – Jacqueline Peschard Mariscal, Expte. 1836/09, Administración 
Portuaria Integral de Dos Bocas,S.A.de C.V.- Jacqueline Peschard Mariscal, Expte.5436/09,  Instituto Mexicano 
de la Propiedad Industrial–Sigrid Arzt Colunga, Expte. 5476/09, Comisión Federal de Mejora Regulatoria- Sigrid 
Arzt Colunga).

Que por otra parte en Reino Unido la INFORMATION COMMISSIONER´S OFFICE dictó una guía que  
“analiza cómo se aplica la Ley de Libertad de Información (FOIA) a la información oficial contenida en canales 
de comunicación no corporativos. Esto incluye cuentas de correo electrónico privadas, cuentas de mensajes 
privados y otros medios similares”.

Que en su “Sección 84 contiene la definición de información en FOIA y establece que “ ´ información ‘... 
significa información registrada en cualquier forma. Esto significa que la información oficial mantenida en 
nombre de una autoridad pública podría estar contenida en varios canales o ubicaciones no corporativos, que 
incluyen: I. En cuentas de correo electrónico privadas, por ejemplo, Gmail, ProtonMail o Yahoo Mail. II. En 
cuentas de mensajería privadas, por ejemplo, WhatsApp, Signal o Telegram. III. Mensajes directos enviados en 
aplicaciones como Twitter o vía Facebook Messenger. IV. En dispositivos móviles privados, incluidos mensajes 
de texto en teléfonos móviles y grabaciones de voz”.

Que por último afirma “debe recordar siempre que la información contenida en canales de comunicación no 
corporativos puede estar sujeta a FOIA si se relaciona con los asuntos oficiales de la autoridad pública. 
Determinar si la información se relaciona con la actividad oficial de la autoridad pública depende del contexto y 
el contenido de la información en sí” (la traducción es propia).

Que en Nueva Zelanda se resolvió, sobre los correos oficiales, que “... las comunicaciones entre servidores 
públicos en una capacidad oficial (en contraposición a personal) se divulgan con frecuencia bajo la OIA sin 
anonimización y la identidad del autor de un documento oficial a menudo guarda relación con la consideración 
de su relevancia para la toma de decisiones públicas. Si bien siempre habrá circunstancias en las que la 
privacidad personal de los funcionarios públicos se vea comprometida inmediatamente por su identificación en 
documentos oficiales, no parece haber nada en los correos electrónicos que proporcione motivos relacionados 
con la privacidad para apartarse del principio generalmente aplicable de ' gobierno abierto 'en relación con la 
identidad de remitentes y destinatarios'” (la traducción es propia, Legislation Official Information Act 1982, s 
9(2)(a) Agency Ministry of Social Development Ombudsman Peter Boshier Case number(s) 446669 Date 26 
April 2018).

Que no solo nuestro país cuenta desde 2016 con una Ley de Acceso a la Información Pública sino que firmó y 
aprobó por ley tanto pactos y tratados internacionales de derechos humanos que permitieron el reconocimiento 
constitucional del derecho de acceder a información del Estado, como las convenciones internacionales contra la 
corrupción. En todas estas normas el principio rector es el de presunción de publicidad: la información se 
presume pública y el secreto es la excepción.

Que aplicado este principio al caso en cuestión, solo debería exceptuarse, en caso de corresponder, parte del 
contenido de algunos correos electrónicos, siempre aplicando una prueba de daño y entregarse todo el resto de la 



información requerida: fecha de recepción o envío, asunto del correo -entendiendo que es parte de la 
comunicación-, etc.

Que por todo lo expuesto, toda vez que el sujeto obligado no ajustó su proceder a los principios y reglas 
establecidos por la ley Nº 27.275 que regula el derecho de acceso a la información pública, al no fundar 
debidamente la excepción intentada, ni aplicar el artículo 12 de la misma ley, realizando al efecto el 
correspondiente test de interés público, corresponde entonces intimar a entregar la información que le fuera 
requerida por el Sr. YACONO ALARCÓN, mediante la aplicación del sistema de tachas de corresponder.

Que ante la ausencia del titular de la AAIP, y a los efectos de garantizar el normal desenvolvimiento del 
organismo, de conformidad con lo dispuesto por la Resolución AAIP N° 30 del 14 de mayo de 2018, se ha 
encomendado la atención del despacho y la resolución de los asuntos concernientes a la competencia del titular de 
la AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, en el señor Director Nacional de Protección de 
Datos Personales, Dr. Eduardo Hernán CIMATO, delegándose la firma correspondiente.

Que la Coordinación de Asuntos Jurídicos de la AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
tomó la intervención que le compete.

Que la presente se dicta en uso de las facultades conferidas por los artículos 17 y 24 de la ley N° 27.275.

Por ello,

EL DIRECTOR NACIONAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES
DE LA AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

RESUELVE:

ARTÍCULO 1°.- Hácese lugar al reclamo interpuesto por Bruno Esteban YACONO ALARCÓN contra el 
MINISTERIO DE SALUD, en lo que refiere a la solicitud de información pública presentada.

ARTÍCULO 2°. - Intímase al MINISTERIO DE SALUD para que en el plazo de diez (10) días hábiles ponga a 
disposición de la interesada la información oportunamente solicitada, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 17, inciso b), de la Ley N° 27.275, mediante el uso de tachas de corresponder.

ARTÍCULO 3º.- Hácese saber al MINISTERIO DE SALUD que deberá comunicar a esta AGENCIA DE 
ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA el cumplimiento de lo resuelto en el artículo 2°.

ARTÍCULO 4º.- Comuníquese, y oportunamente, archívese.
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